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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 32/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TITULAR DE LA DIRECCION GENERAL DE GOBERNACION Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a  diecinueve de julio de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 32/2018-3, promovido por **********, contra actos del Titular de la Dirección General de Gobernación y de la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo de diecinueve de enero de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********, mediante el cual demanda al Titular de la Dirección General de Gobernación y de la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado, por la nulidad del siguiente acto: “A) Resolución de fecha **********, derivada de la orden de visita e inspección, **********, hecha por el C. **********, Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación; B) Acta de Inspección Circunstanciada **********, levantada por el C. **********, Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación; C) Resolutivo lll de la resolución de fecha de **********, la cual se deriva de la orden de visita e inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada ********** y; D) Resolutivo IV de la resolución de fecha **********, la cual se deriva de la orden de visita e inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada **********."; quien manifiesta que tuvo conocimiento de tal acto o resolución el dieciocho de octubre de dos mil diecisiete, así mismo en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.-Mediante proveído de seis de marzo de dos mil dieciocho, se tuvo a la diversa autoridad demandada la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaria General de Gobierno del Estado, por precluido su derecho para contestar la demanda, toda vez que no lo realizo dentro del término legal concedido; por tanto, se le hizo efectivo el apercibimiento decretado en el auto de fecha diecinueve de enero de dos mil dieciocho y en consecuencia, se le tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario, y en cuanto a la Directora General de Gobernación, dependiente de la Secretaria General de Gobierno del Estado,  se le tiene por contestando la demanda, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes..- Por proveído de fecha catorce de mayo de dos mil dieciocho,  se tiene a la parte actora por objetando  documentales que ofrece la autoridad demandada y se fijó fecha y hora para la audiencia final, para el once de junio de dos mil dieciocho la cual se difirió mediante acuerdo de fecha ocho de junio del presente año; la cual tuvo verificativo el once de julio de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes; en período de alegatos, se dio cuenta con un escrito original signado por la autorizada de la parte actora y otro de la autoridad demandada por los cuales formulan sus alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose para resolver.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad dependiente del Poder Ejecutivo se esta entidad federativa, sobre la cual se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado que obra en  fojas 6 y 15 de este sumario.
La personalidad de la diversa autoridad demandada Directora General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado,  quedó acreditada a través de la copia certificada del nombramiento que fue exhibido en este juicio y expedido a su favor que obra en fojas 28 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En cuanto a la diversa autoridad demandada la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado, mediante proveído de seis de marzo de dos mil dieciocho, se le tuvo por precluido su derecho para contestar la demanda, toda vez que no lo realizó dentro del término legal concedido, haciéndose efectivo el apercibimiento legal respectivo.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos; A) Resolución de fecha **********, derivada de la orden de visita e inspección, **********; B) Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada **********, levantada por el Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación; C) Resolutivo lll de la resolución de fecha de **********, la cual se deriva de la orden de visita e inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada ********** y, D) Resolutivo IV de la resolución de fecha **********, la cual se deriva de la orden de visita e inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada ********** visibles en fojas 6 y 15 de este sumario, exhibidos por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, con valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora ofreció como medio probatorio del acto impugnado, las documentales que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, visibles en fojas 6 a la 15 de este sumario, que a continuación se detallan; copias de los siguientes documentos: 1.- Acta de Inspección Circunstanciada **********, de fecha 7 de septiembre de 2017, levantada por el Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación; 2.- Certificado de entero **********, por concepto de refrendo anual  con vigencia enero-diciembre de 2017, expedido por la Tesorería Municipal de Tamazunchale, S.L.P; 3.- Oficio **********, relativo al asunto de Multa impuesta al hoy actor, derivada de la resolución dictada  de la visita de inspección **********; 4.- Resolución de fecha **********, derivada de la orden de visita e inspección en comento; probanzas antes citadas que valoradas conjuntamente adquieren pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellos, conforme lo establecido en  los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en virtud de que no fueron objetadas por las demandadas en este juicio.

Por su parte la autoridad demandada, acompañó para acreditar sus excepciones las siguientes pruebas; la Instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana y copia certificada del nombramiento que le fue otorgado, visible en fojas 28 de este sumario; así como las documentales consistentes en: 1.- Orden de Visita **********, visible a fojas 30 y 31 de este expediente; 2.- Acta de Inspección Circunstanciada **********, de fecha 7 de septiembre de 2017; y, 3.- Resolución de fecha **********, derivada de la orden de visita e inspección en comento; medios probatorios citados que se encuentran agregados por el actor en este juicio, probanzas que valoradas conjuntamente adquieren pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellos, conforme lo establecido en los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra a fojas 23 a la 27 de este sumario, hizo valer las  excepciones de “Oscuridad y defecto legal en la demanda”, que basa  en que el actor se conduce con falsedad al pretender que dicha autoridad está violentando en su perjuicio diversas disposiciones legales y pronunciamientos; “Sine Actione Agis” que funda en que la actora carece de acción para pronunciarse en contra de esa autoridad; y la de ”Improcedencia de la Acción”,  en razón de que refiere que el procedimiento no ha sido vulnerado en su contra. A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 2 a la 5 de este sumario, en concatenación  con lo vertido en el apartado IV “La resolución o acto que se impugna”, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer el promovente, es primordial resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió los actos impugnados, combatida en los conceptos tercero, cuatro y quinto, ya que es un presupuesto procesal que debe de analizarse en primer lugar. 
Conceptos de impugnación que en la parte que interesa de manera literal refiere: 

“…TERCERO.- Los actos combatidos son ilegales, en virtud de que no existe fundamentación alguna en relación a la competencia de las autoridades que los emiten, puesto que en ninguna parte de los mismos se expresa razonamiento alguno al respecto, ni mucho menos se citan los artículos del reglamento, ordenamiento o ley que les faculta para actuar de esa manera, atribuyéndoles las facultades que se irrogan para emitir los actos de molestia al gobernado.”
“…CUARTO.- Las resoluciones que niegan la devolución, materia de este procedimiento, no están expedidas por Autoridad Competente, en razón de que la Constitución (…), no prevé que un Órgano autónomo de la Secretaria General de Gobernación, actué frente a los gobernados como autoridad, toda vez que tales atribuciones se las asigna a una Ley de Tipo Reglamento, como lo es en el caso a estudio, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Y en esa oportunidad, la Dirección General de Gobernación no es realmente un órgano Desconcentrado.”
“…QUINTO.- La autoridad demandada no señala con base en que elementos jurídicos cuenta con atribuciones para actuar como Autoridad competente, lo cual debe expresarse en el cuerpo de las resoluciones atacadas. En el caso que nos ocupa (…), y que la falta de cita  de los preceptos legales en que se funda dicha competencia, es una violación citado precepto constitucional…”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados con antelación, esta Sala Unitaria determina que resultan infundados, siendo que se advierte, que  la autoridad demanda hace constar en los actos impugnados, las disposiciones legales que le facultan y le otorgan competencia.

En efecto se tiene que el Director General de Gobernación Dependiente de la Secretaria General de Gobierno del Estado, tiene de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1°, 3°, 10 fracciones I, V y XXI, 13 fracción I, II, XIV, XV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno,  y 1º,  5 fracción I, 7° fracciones V y VI, 9°, 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, potestativamente las facultades de ordenar los actos de inspección y vigilancia previstas en las leyes respectivas.

Destacando del contenido de los actos reclamados, consistentes en;  1.- Orden de Visita e Inspección**********, que obra a fojas  30 y 31, 2.-  Acta de Inspección Circunstanciada **********y 3.- la Resolución de fecha **********, derivada de la orden de visita e inspección, **********, visibles en fojas 6 y 15 de este sumario, a las cuales se les confiere valor probatorio peno en términos con valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado  y de las que se tiene que en dichos actos administrativos son coincidentes en hacer constar en su textos las disposiciones legales antes citadas y que le otorgan competencia y lo legitiman para emitir los actos que se reclaman en este juicio.
Asimismo en la Resolución que se analiza también se hacen constar en el Considerando 2°, lo relativo a las disposiciones que  facultan al Director General de Gobernación del Estado para realizar los actos que ejecuta, en los que se encuentran  los siguientes: 

“2°.- Luego entonces esta Dirección General de Gobernación es competente para aplicar la ley de Bebidas Alcohólicas , ejecutar y llevar a cabo las acciones de vigilancia (…), así como para aplicar sanciones que correspondan, (…), 1,3,5 fracción I, 7 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII,IX, X, XI Y XII, 20, 32 fracciones I, II, II, IV,V, VI, VII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XV  y  XVII, 33, 35, 36, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57  y  58; además 1°, 2°, 51, 69 y 70 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; 1° y 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 1°, 13 fracciones XV, XVI, XVII y XVIII del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno.”

Para mayor claridad del asunto, se transcriben los artículos 13 fracciones XIV, XV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, 1º, 5 fracción I, 7 fracción V, 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, que potestativamente otorgan al Director General de Gobernación las facultades de ordenar los actos de inspección y vigilancia previstas en las leyes respectivas, que en el orden citado, a la letra citan lo siguiente:

“Artículo 13.- "Compete a la Dirección General de Gobernación las siguientes atribuciones: 

“...XIV. Hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad; 

“…XV. Coordinar las acciones con las instancias municipales, estatales y federales a fin de mantener un control sobre los establecimientos expendedores de bebidas alcohólicas; 

“…XVI. Inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y,  en su caso, aplicar clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado ..."

Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.

“Artículo 1º. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social; tiene por objeto regular la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo de éstas, por ser la salud de toda persona, un derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido.”  


“Artículo 5º.  Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, conforme a sus atribuciones: “…I. El titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o través de las secretarías, o dependencias que determine su ley orgánica, y reglamentos; “


“Artículo 7º.  "Corresponde al Ejecutivo del Estado:

“...V.- Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 13 de esta Ley; 


      “VI.- Determinar  la clausura temporal o definitiva de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda;


“...VIII.- Las demás que establezca la presente Ley.


“Artículo 35. "Para la inspección y vigilancia del cumplimiento de esta Ley, se consideran hábiles las veinticuatro horas de todos los días del año. Las autoridades legalmente competentes podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables y en estrictos términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, inspeccionar y verificar los bienes necesarios, con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual deberán cumplir, ineludiblemente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación.”

“Artículo 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 

“I.  El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación;  

“II.  Los inspectores deberán practicar la visita dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la orden; 

“III.  El inspector deberá identificarse debidamente con el titular de la licencia, su representante legal; el encargado del establecimiento; o con quien se encuentre atendiendo el mismo; 

“IV.  El inspector levantará acta circunstanciada por triplicado, en formas foliadas, en la que constará: 

“a) Nombre y razón social del establecimiento. 

“b) Fecha y hora en que inicia y concluye la diligencia. 

“c) Domicilio del establecimiento en que se lleva a cabo la inspección. 

“d) Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia. 

“e) Nombre y domicilio de dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, o en su negativa por el inspector. 

“f) Las firmas, del inspector, de la persona con quien se entendió la diligencia, si desea hacerlo, y de los dos testigos de asistencia.  

“g) Los hechos y circunstancias de la inspección; 

“V. El inspector comunicará al interesado, haciéndolo constar en el acta, que en caso de no estar de acuerdo con el resultado de la inspección, cuenta con cinco días hábiles para presentar ante la autoridad competente, las pruebas y alegatos que a su derecho convengan,  y 

“VI. Uno de los tantos legibles del acta se entregará al interesado; otro quedará en poder de la autoridad calificadora; y el original se remitirá a la Secretaría General de Gobierno, o al ayuntamiento, en su caso. 

Conforme a lo anterior, es válido concluir que en el caso se cumple con la garantía de fundamentación y motivación de la competencia consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación y motivación que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; lo cual acontece en el presente asunto, en términos de las disposiciones legales invocadas, toda vez que se precisan las fracciones en las que se sustentan las facultades del Director General de Gobernación, de ordenar los actos de inspección y vigilancia previstas en las leyes respectivas, así como las razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en cuenta para la emisión del acto, existiendo adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables.

SEPTIMO.- Por otra parte, esta Sala Unitaria procede al estudio del primero y segundo de los conceptos de impugnación que hace valer el promovente, el cual se analiza en forma conjunta por estar vinculadas con la falta de fundamentación y motivación de los actos reclamados, asimismo se examinan con las diversas probanzas ofrecidas por las partes y con las diversos argumentos vertidos en este juicio.
Apoya lo antes dicho, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, Novena Época, Registro: 167961, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIX, Febrero de 2009, Materia(s): Común Tesis: VI.2o.C. J/304, Página: 1677, que  refiere: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 79 de la Ley de Amparo previene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito pueden realizar el examen conjunto de los conceptos de violación o agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero no impone la obligación al juzgador de garantías de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente en su escrito de inconformidad, sino que la única condición que establece el referido precepto es que se analicen todos los puntos materia de debate, lo cual puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. …”

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa señalan lo siguiente:

“PRIMERO.- Se violan el artículo 16 constitucional y el numeral 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en razón de que la autoridad no funda ni motiva las resoluciones impugnadas, al omitir citar las disposiciones legales aplicables al caso concreto, y sobre todo al omitir encuadrar la conducta del particular en las hipótesis de ley lo cual ocasiona que los actos reclamados sean totalmente ilegales. (…).”

“SEGUNDO.- La autoridad ahora demandada aplicó incorrectamente el articulo 35 fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí en mi perjuicio, en virtud de que como lo refiero el inspector se percató que si tengo la autorización correspondiente para la venta de bebidas alcohólicas de menos de 6 grados de alcohol pues en su momento le mostré el certificado de entero ********** que ampara la licencia ********** y la cual está debidamente direccionada en el lugar en que se realizó la inspección.”
“Esto es causal suficiente de nulidad, ya que la Autoridad demandada no aplicó debidamente la Ley y no la interpreto como debería hacerlo hecho, por ellos, deben dejarse sin efectos las resoluciones impugnadas, con base en lo que dispone el artículo 23 del Código Fiscal de la Federación.”
Conceptos de impugnación que resultan fundados y suficientes para determinar la ilegalidad de los actos impugnados consistentes en el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada ********** y de la Resolución de fecha **********, derivada de la orden de visita e inspección, **********.
Toda vez que se desprende que la autoridad demandada fue omisa en acatar en el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada impugnada, con la garantía establecida en el numeral 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a virtud de que se aprecia de su contenido que  no cumplió conuno de los requisitos para su desahogo en lo relativo a los testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, o en su negativa por el inspector, que constituyen parte de las formalidades para su desahogo, y que dan certeza sobre la existencia del acto de molestia, lo que vulnera en perjuicio del actor, al no encontrarse satisfechos de forma fundada y motivada. 
Para una mayor comprensión en primer término es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, debe señalarse que tales exigencias tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario del mismo pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos, la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. Para ello, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 

Por lo que hace a la exigencia de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Por lo que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada en consideración a la interpretación estricta de las normas que rigen el procedimiento de inspección y vigilancia, en términos de los numerales 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, se encontraba obligada a llevar a cabo todas las formalidades del procedimiento de inspección, fundando y motivando cada una de ellas, para efectos de otorgarle certeza jurídica a cada una de sus actuaciones para la legalidad de la aplicación de la sanción correspondiente, sin soslayar las formalidades del artículo 16 Constitucional, referente a las visitas domiciliarias, previstas en los párrafos once y dieciséis de dicho imperativo legal.
En ese orden de ideas se obtiene del análisis efectuado del diverso acto reclamado consistente en el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada impugnada, que la autoridad demandada incumplió con una de las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación, en cuanto al nombramiento del número de testigos de asistencia que deben estar presentes en la diligencia de inspección, es decir de los dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, que dispone el artículo 36 fracción IV inciso e), de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, y el precepto constitucional aludido, lo que se desprende del acta en cuestión, pues de su texto se tiene que se llevó a cabo con un solo testigo, lo cual genera la ilegalidad de la misma por la falta de este requisito, así como también le resta credibilidad a los datos proporcionados en esa actuación, habida cuenta de que la designación de testigos de asistencia, exclusivamente, es un elemento de solemnidad, para darle validez y certeza jurídica a dicha acta; por lo que la falta de este requisito, afecta las defensas del particular, al no encontrarse satisfechos de forma fundada y motivada. 
No pasa inadvertido que se aprecia de su contenido que la persona con que se entendió la diligencia de verificación, nombro a un testigo, sin embargo dicha circunstancia resulta insuficiente para acreditar los requisitos de formalidad que deben revestir dichas actuaciones, ya que la normatividad aplicable establece claramente que el desarrollo de la inspección deberá desahogarse  en presencia de dos testigos de asistencia, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa.
De lo anterior, se desprende, como ya se dijo, que en el caso concreto no se llevó a cabo la visita ordenada cumpliendo con las formalidades exigidas por dichos numerales, concretamente la designación de dos testigos, lo que incumple con el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Federal en perjuicio del hoy actor, por lo que resulta ilegal el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada impugnada **********
Sirve de sustento por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Décima Época, Registro: 2008653, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, Marzo de 2015, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 15/2015 (10a.), Página: 1201, que dice:  

“ACTA ADMINISTRATIVA DE "NEGATIVA DE VERIFICACIÓN." OBLIGACIÓN DE DESIGNAR TESTIGOS. En respeto al principio de seguridad jurídica y, como lo ordena el artículo 66 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de toda visita de verificación practicada conforme al procedimiento establecido en esa ley se levantará acta circunstanciada en presencia de 2 testigos propuestos por la persona con quien se entienda la diligencia o por quien la practique si aquélla se negara a proponerlos, en la cual deben asentarse todos los actos ejecutados durante el desarrollo de la visita, desde que el verificador se presenta para iniciarla hasta su conclusión, con independencia de que entre uno y otro momento se suceda una serie de actos o sólo se levante acta de "negativa de verificación," ante la imposibilidad de practicarla por la oposición de la persona o personas con quienes habría de entenderse. Lo anterior es así, porque el hecho de que lo asentado en el acta sea la negativa de verificación no la hace diferente a cualquiera otra acta circunstanciada levantada con motivo de una visita de verificación..-Contradicción de tesis 265/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto del Décimo Quinto Circuito y Primero en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 28 de enero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania Catalina Herrera Moro Ramírez.”

Y  la tesis aislada de la Época: Sexta Época,  Registro: 801148, Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen LXXXII, Tercera Parte Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 9, que dice: 

“ACTA DE VISITA DOMICILIARIA SIN TESTIGOS QUE EXIGE LA LEY, NULIDAD DEL. Si el acta de visita domiciliaria que sirvió de apoyo tanto a la imposición de la multa como para reducirla omitió un requisito formal, al haberse levantado en ausencia de la infractora y sin la asistencia de los testigos que previene el artículo 16 constitucional, implica que el documento aludido no pueda surtir efectos jurídicos en contra de los intereses de la quejosa, precisamente porque carece de validez por no reunir la formalidad exigida por el artículo 16 de la Ley Fundamental, consistente en haber practicado la diligencia respectiva sin asistencia de dos testigos. Esta nulidad del acto administrativo es aplicable a cualquier acta de inspección trátese por violación de precios, o a la Ley sobre Pesas y Medidas, pues la exigencia de tal formalidad es para todas las actas de inspección de visitas domiciliarias..-Amparo en revisión 3735/63. Flora Sierra de Rocha. 29 de abril de 1964. Cinco votos. Ponente: Felipe Tena Ramírez.”

Así como la Tesis: Aislada de la Época: Sexta Época, Registro: 266157, Instancia: Segunda Sala, Tipo de, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen LXXXVII, Tercera Parte Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 38, que establece: 
“VISITAS DOMICILIARIAS, ACTAS LEVANTADAS CON MOTIVO DE. Los reglamentos de policía abarcan todas aquellas disposiciones dictadas con el objeto de que las autoridades administrativas vigilen la conducta de los particulares, a fin de que ésta se ajuste a las normas legales de orden público y de obediencia obligatoria, previniendo, en tal forma, la alteración de dicho orden; acepción suficientemente amplia para que, desde el punto de vista constitucional, pueda aceptarse como legítima la inspección de los comercios, pues de otra suerte carecerían de apoyo constitucional las leyes que autorizan la ya dicha y otras especies de inspección, la conveniencia de cuya practica en bien del orden público, es del todo evidente. Pero, en esa virtud, como la inspección tiene por objeto vigilar la observancia de los precios fijados a los productos por razones de orden público, al practicarse debe procederse con sujeción a las formalidades previstas por el mismo artículo 16 constitucional cuando las autoriza, esto es, a las prescritas para los cateos, consistentes en que debe levantarse acta en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar visitado, o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia..-Amparo en revisión 5504/61. Carlos López Vázquez y coagraviados. 8 de septiembre de 1964. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez.”
Por lo que se concluye que en el caso particular, que le asiste razón a la accionante cuando refiere que no se cumplió con las formalidades del  procedimiento de Inspección y verificación en cuanto a la Orden de Visita **********que generó la resolución impugnada en este procedimiento administrativo de fecha ********** en el cual se sancionó al accionante con una infracción, por las razones antes expuestas. 

En tal virtud, debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en efectuar el procedimiento que establecen los artículos 35 y 36 de de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado,  siendo que no logró demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por la parte Actora, lo que se traduce en que no se probó en este juicio que la Demandada hubiera efectuado el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada impugnada **********conforme el procedimiento que establecen la normatividad en cita respecto de los testigos de asistencia de ahí que al no encontrarse demostrado el cumplimiento de ese procedimiento provoca que quede sin efectos las actuaciones que en ella se apoyen, como son en la especie,  la resolución que constituye el acto impugnado y la sanción impuesta en esta, los cuales también resultan ilegales, a virtud de que esta autoridad omitió con la obligación de respetar la Garantía seguridad jurídica contenida en el artículo 16 de la Constitución Federal en perjuicio del hoy actor  
Situación que deviene a concluir que si dicho acto administrativo resulta ilegal, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también ilegales por su origen, por lo que en tal virtud los demás actos derivados de ese procedimiento, al ser accesorios del principal, que se hacen consistir en la Resolución de fecha**********, relativa a la orden de Visita **********emitida por la Directora General de Gobernación del Estado San Luis Potosí, y  el Oficio **********, relativo a la asunto de  Multa impuesta al hoy actor, derivada de la resolución dictada de la visita de inspección **********, ya que es un acto administrativo que resulta ilegal y viciado desde su  origen, por el ilegal acto que lo generó, o sea, el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada impugnada ********** el cual depende de su legalidad para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Apoya lo anterior el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado En Materia Administrativa Del Primer Circuito, con No. Registro: 252,103, Jurisprudencia, Séptima Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, consistentes en: 1.- Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada impugnada ********** 2.- Resolución de fecha **********, relativa a la orden de Visita **********emitida por la Directora General de Gobernación del Estado San Luis Potosí, y 3.- Oficio **********, relativo a la asunto de  Multa impuesta al hoy actor, derivada de la resolución dictada de la visita de inspección ********** y por consecuencia, la NULIDAD  TOTAL, dejándolos sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 de Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte  actora  en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva; la autoridad demandada en relación a la multa que le impuso al accionante y de la cual giro el Oficio **********, para hacerla efectiva por medio del Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí,  deberá hacer los trámites que sean pertinentes a efecto de que la sanción de multa impuesta a la parte actora  sea nulificada ante la ilegalidad de los actos que la generaron y que fueron razonados en este considerando, notificándole sobre las acciones que realice, debiendo  informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes.
Para lo cual, con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala le prevendrá, o en su caso, la requerirá por el cumplimiento o ejecución de la presente sentencia, con los apercibimientos legales que procedan.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación restantes, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja. …”

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249, 250 fracción II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL dejándolo sin efecto, de acuerdo a los razonamientos precisados  en el considerando Séptimo de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 

